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Auto No:                        Al-015 
Proceso:  Verbal-Contractual 
Demandante:  Jairo Humberto Velásquez Zapata   
Demandado:  Tito Jorge Sintura Arévalo   
Radicado:  05001 31 03 009 2020 00237 01 
Asunto:  Revoca auto apelado.  

 
 

TTRRIIBBUUNNAALL  SSUUPPEERRIIOORR  

DDIISSTTRRIITTOO  JJUUDDIICCIIAALL  DDEE  MMEEDDEELLLLÍÍNN  

--SSAALLAA  CCUUAARRTTAA  DDEE  DDEECCIISSIIÓÓNN  CCIIVVIILL--  
 

Medellín, Catorce (14) de febrero del dos mil veintidós (2022)  

 

Concita la atención de la Sala desatar el recurso de 

apelación formulado por la parte demandante, en contra del auto fechado el 

día diecisiete (17) de noviembre del dos mil veinte (2020)1, proferido por el 

Juzgado Noveno Civil del Circuito de Medellín al interior del trámite del 

proceso verbal incoado por el señor Jairo Humberto Velásquez Zapata en 

contra del señor Tito Jorge Sintura Arévalo, mediante el cual se rechazó la 

demanda de la referencia. 

 

            I. ANTECEDENTES 

 

1. Supuestos fácticos vinculados al presente caso. 

Como hechos relevantes con miras a desatar la alzada, se tiene que, en 

providencia del 03 de noviembre del 2020, el A quo decidió inadmitir la 

demanda presentada por el apoderado judicial del señor Jairo Humberto 

Sintura Arévalo, para que cumpliera con una serie de requisitos, entre ellos, 

acreditar el envío simultáneo con la presentación de la acción, escrito 

contentivo de la demanda y sus anexos al demandado, conforme a lo 

previsto en el artículo 6 del Decreto 806/2020. 

 

2. Dentro del término correspondiente, el apoderado de 

la parte demandante se rehusó a dar cumplimiento a dicha orden, bajo el 

argumento que como había solicitado medida cautelar de inscripción de la 

demanda sobre un inmueble de propiedad del señor Sintura Arévalo, luego, 

                                                 
1 El presente proceso fue reparto a esta Instancia Judicial el día 23 de junio del 2021. 



                                                                     Magistrado Julián Valencia Castaño                                           
 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              
 

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 
 

2 

no le era exigible comunicar el libelo introductor de 

acuerdo a la excepción establecida en el artículo en 

mención “salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas”, a fin de prevenir 

cualquier situación que pudiese presentarse con el bien inmueble. 

 

3. Del auto impugnado. El Juzgado Noveno Civil del 

Circuito de Oralidad de Medellín, en providencia del diecisiete (17) de 

noviembre del dos mil veinte (2020), decidió rechazar la demanda, 

señalando que: 

 

“No obstante, encuentra este Despacho que la norma hace referencia 

a las “medidas cautelares previas”, es decir, aquellas que se presentan con anterioridad al 

inicio del proceso principal, lo que significa, prejudicialmente, o así se advierte para su 

trámite de forma anticipada a notificar la demanda, como se desprende del artículo 298 del 

C. G. del Proceso, y no, a las cautelas que van simultáneas con la demanda, esto es, desde la 

iniciación del proceso principal hasta su terminación y no impide que se notifique a la parte 

demandada de la admisión de la demanda o mandamiento de pago, aun cuando no se 

encuentre la cautela perfeccionada, lo que hace la diferencia con la previa. 

 

Bajo la anterior explicación, la parte actora no presentó medidas 

previas, por lo que, ante la evidente ausencia del envío de la demanda y de sus anexos a la 

parte demandada, como la del cumplimiento de estas exigencias, impiden que se encuentre 

satisfecho este requisito. 

 

4. De la alzada. En la oportunidad procesal pertinente el 

apoderado judicial del demandante interpuso recurso de reposición y en 

subsidio de apelación, aduciendo, en síntesis, que algunas medidas 

cautelares deben tenerse sin duda alguna como previas, máxime cuando 

ellas tienen como fin evitar que se distraigan los bienes de los demandados 

y evitar que la sentencia se haga nugatoria, atendiendo a lo establecido en 

el artículo 590 del C.G.P. 

   

4.1. En virtud de lo anterior, procedió el Juez A-quo a 

pronunciarse al respecto en auto del primero (1) de junio del dos mil 

veintiuno (2021), en el sentido de no reponer la decisión objeto de disenso, 
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exteriorizando como motivos de su decisión la 

diferencia entre las medidas cautelares que hacen 

referencia al género y las medidas previas que son su especie, el fin del 

artículo 6 del Decreto 806 del 2020 “avanzar en la notificación del demandado, 

salvo la formulación de la medida cautelar previa” para concluir que:  

 

Ahora bien, bajo el análisis precedente, se avizora que en dicha 

normativa se aclaró por el legislador la clase de medida cautelar que constituye la excepción 

al cumplimiento de aquel requisito formal, esto es, la anticipada o previa. No se trata de 

cualquier medida cautelar, por ello, al dar lectura a la cautela solicitada con el libelo de la 

demanda, en aquel aparte nada adujo el demandante sobre su calidad de anterior a la 

demanda, menos que así se practicase antes de notificar el auto que admite la demanda. 

 

Por tal razón, la medida requerida en este caso, no impide que se 

notifique a la parte demandada de la admisión de la misma aun cuando no se encuentre 

aquella perfeccionada. En ese orden, el auto proferido el 17 de noviembre de 2020, se debe 

mantener ante la falta del cumplimiento del requisito formal de acreditar el envío de la 

demanda y de sus anexos a la parte demandada, como de la inadmisión que derivó en el 

rechazo del libelo genitor. 

 

Esbozados así los motivos de disenso de la parte 

demandante, los cuales dieron lugar a la decisión apelada, procede la Sala, 

a decidir el recurso impetrado con fundamento en las siguientes, 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1. Como se tiene por suficientemente averiguado, el 

propósito de la inadmisión de la demanda según la Corte Constitucional en 

Sentencia C420/2020 al estudiar la constitucionalidad del Decreto 806/ del 

2020 tiene como fin “evitar un desgaste en el aparato judicial, pues en cierta 

medida lo que se pretende, es garantizar el éxito del proceso, evitando un fallo inocuo 

o que la presentación de un escrito no involucre en sí mismo una controversia, es 

decir que no haya una litis definida”, de allí que los requisitos de inadmisión de 

la demanda se supediten aspectos netamente formales que no inciden en el 

trámite del proceso. 
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Precisamente, dentro de las modificaciones 

provisionales que introdujo el aludido Decreto, se estableció que el 

demandante al momento de presentar la demanda simultáneamente debe 

enviar por correo electrónico copia de ella y sus anexos al demandado, 

salvo cuando (i) se soliciten medidas cautelares previas o (ii) se 

desconozcan el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, so pena 

que se inadmita la demanda. 

 

                                       Como se advierte, la connotación de las medidas 

cautelares previas se circunscribe al momento procesal u oportunidad en 

que se solicita su decreto, tal y como lo expone Jaime Azula Camacho en 

su obra Manual de Derecho Procesal Tomo III, Sexta Edición 2016 al 

señalar que: “son previas que se piden en la demanda o cuando esta se ha 

admitido, pero antes de que el demandado sea vinculado al proceso. Obran en 

la inscripción de la demanda y en el secuestro de bienes muebles”; postulado que 

se acompasa con lo previsto en el artículo 298 del C.G.P “Las medidas 

cautelares se cumplirán inmediatamente, antes de la notificación a la parte 

contraria del auto que las decrete. Si fuere previas al proceso se entenderá que 

dicha parte queda notificada el día que se apersone en aquel o actué en ellas o firme la 

respectiva diligencia”. 

 

Por su parte en un texto publicado por la Escuela judicial 

Rodrigo Lara Bonilla, cuya autoría es de Marco Antonio Álvarez Gómez, 

trabajo intitulado “Las Medidas Cautelares en el Código General Del 

Proceso”, páginas 54, 55, 59 y 70, el autor dejó bien el claro que la finalidad 

principal de las medidas cautelares es la de asegurar la satisfacción del 

derecho material y por ahí mismo garantizar el cumplimiento de la sentencia 

y específicamente, respecto de la medida cautelar de inscripción de la 

demanda, fue explícito en manifestar, que “f. Puede decretarse desde que se 

admita la demanda. Lo autoriza el numeral primero del artículo 590 del 

Código General del Proceso, lo que significa que esta medida puede 

ordenarse y materializarse sin audiencia del demandado, precisamente para 

evitar actos de disposición o de gravamen que impidan que la cautela se 



                                                                     Magistrado Julián Valencia Castaño                                           
 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              
 

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 
 

5 

registre y produzca los efectos que hemos 

señalado.”, esto es, que la equipara a una medida 

cautelar previa en sus efectos, con independencia de que el demandante la 

haya denominado así, inteligencia que este magistrado comparte 

plenamente, pues así se procura la materialización del derecho sustancial 

para evitar que la sentencia se convierta en una simple decisión formal, 

porque con esa medida se frena la posibilidad de disposición que tiene el 

demandado sobre los bienes afectos a dicha medida cautelar de inscripción 

de la demanda. 

 

No sobra continuar con la cita textual de la obra en 

comento, en donde el autor destaca la finalidad de la medida, por lo cual de 

ella se cita textualmente:   

 

                                   “La naturaleza declarativa de un proceso ciertamente impone 
mayores restricciones a la posibilidad de practicar medidas cautelares y, por ende, de 
afectar el patrimonio de una de las partes o a la persona misma, pues si bien es cierto 
que existe la necesidad de asegurar la satisfacción del derecho y de garantizar el 
cumplimiento de la sentencia, si ella es favorable al demandante, no lo es menos que 
al no existir certidumbre sobre la existencia del derecho mismo y su titularidad, 
resulta comprensible que el legislador se muestre celoso en la regulación de las 
cautelas en este tipo de juicios en los que, se insiste, es la sentencia la que define el 
mérito de la pretensión.  
 
                                    Pero de otro lado, el interés público que existe en todo proceso 
y el derecho que tiene toda persona a obtener tutela jurisdiccional efectiva, 
determinan al legislador para instrumentar mecanismos que hagan eficaces los 
procesos declarativos, los cuales no pueden convertirse, por gracia de su naturaleza, 
en una especie de juicio de burlas. La función de administrar justicia, es decir, el 
ejercicio de la jurisdicción, la tarea de decir el derecho y de solucionar los conflictos 
jurídicos se convierte en oficio inútil si los pronunciamientos de los jueces no pueden 
ser jurídica y materialmente cumplidos porque durante el trámite del proceso se 
alteró la situación física o jurídica de los bienes respectivos. 
 
                                 Armonizar esas realidades, de alguna manera contrapuestas, en 
el marco de un proceso que –debemos reconocerlo- no es el más propicio para las 
medidas cautelares, reclama ponderación e imaginación, de modo que se concilien los 
intereses del demandante y del demandado, pero principalmente una perspectiva 
constitucional, para privilegiar la tutela jurisdiccional efectiva y materializar uno de 
los fines esenciales del Estado, como es el de garantizar la efectividad de los 
derechos.”. 
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2. En el caso sub exánime, el extremo activo formuló 

demanda declarativa, por el trámite verbal, para 

que se declarara mediante sentencia la existencia de la deuda que el señor 

Tito Jorge Sintura tiene a favor de la sucesión de la señora Martha 

Margarita Zapata por la suma de Ciento Cuarenta Millones de Pesos 

($140.000.000), motivo por el cual solicitó -como medida cautelar-, la 

inscripción de la demanda sobre el inmueble identificado con la M.I N° 020-

29119 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Rionegro 

Antioquia.  

 

                                     En efecto, la medida de inscripción de la demanda 

solicitada por el accionante si bien no es una cautela que se sirva 

propiamente del proceso por cuanto los bienes en los que recae no agravan 

los derechos de disposición que tenga el demandado sobre éstos, lo cierto 

es que dicha connotación no puede desconocer la oportunidad en que se 

solicita, que en este caso el demandante blandió previo a ejercer la 

notificación del demandado, tal y como lo establece el numeral 1 del articulo 

590 del C.G.P “Desde la presentación de la demanda, a petición del demandante el 

juez podrá decretar las siguientes medidas cautelares: a) la inscripción de la 

demanda (…)”(subrayas ajenas al texto), circunstancia que acredita que la 

medida irrogada revista las características de una medida cautelar previa, 

como ya hubo de explicarse en párrafos anteriores. 

 

                                    Para mejor proveer, no resulta ocioso citar la regla 

que aplicó el juez a quo al caso, la cual reza textualmente: 

 

Artículo 6. Demanda. La demanda indicará el canal digital donde deben ser 
notificadas las partes, sus representantes y apoderados, los testigos, peritos y 
cualquier tercero que deba ser citado al proceso, so pena de su inadmisión. 
Asimismo, contendrá los anexos en medio electrónico, los cuales corresponderán a 
los enunciados y enumerados en la demanda. 
  
Las demandas se presentarán en forma de mensaje de datos, lo mismo que todos sus 
anexos, a las direcciones de correo electrónico que el Consejo Superior de la 
Judicatura disponga para efectos del reparto, cuando haya lugar a este. 
  
De las demandas y sus anexos no será necesario acompañar copias físicas, ni 
electrónicas para el archivo del juzgado, ni para el traslado. 
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En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y 
las autoridades administrativas que ejerzan funciones 

jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o se 
desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al 
presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia 
de ella y de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el 
demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación.  
El secretario o el funcionario que haga sus veces velará por el cumplimiento de este 
deber, sin cuya acreditación la autoridad judicial inadmitirá la demanda. De no 
conocerse el canal de digital de la parte demandada, se acreditará con la demanda el 
envío físico de la misma con sus anexos. 
  
 En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos sus 
anexos al demandado, al admitirse la demanda la notificación personal se limitará al 
envío del auto admisorio al demandado. 
 

                                         Como puede verse, es cierto que el inciso tercero 

de dicha regla provisional con vigencia de dos años, enseña taxativamente 

que salvo cuando se soliciten o pidan medidas cautelares, el demandante –

en este caso-, debió junto con la presentación de la demanda presentar la 

prueba de que paralelamente y electrónicamente comunicó la demanda a 

los demandados y en ese sentido la interpretación exegética se sostiene 

como impecable, no obstante, el asunto merecía una interpretación 

sistemática, como quiera que la finalidad del proceso es garantizar la 

materialización y eficacia del derecho sustancial y eso no pugna con la 

finalidad del Decreto 806 del 2020 que busca privilegiar el acceso fácil y vía 

electrónica del administrado a la administración de justicia, por lo que si con 

la presentación de la demanda se pidió la cautela de la inscripción de la 

demanda, el juez debió estudiar primero la procedencia de la cautela, 

misma que podía admitirse ya como medida cautelar previa, ora como 

medida que tiene por finalidad y de forma antelada procurar la eficacia y 

materialización del derecho sustantivo, para evitar que al enterarse de la 

demanda el demandado dispusiera de sus bienes, luego, es por lo que se 

abría paso dicha cautela y, por consiguiente, así debió interpretarse el 

presente asunto, haciendo prevalecer “el derecho de rango 

constitucional a la tutela jurisdiccional efectiva”, cuya aplicación no 

entra en conflicto con la finalidad del Decreto 806 del 2020, sin los 

miramientos exegéticos de bautizar la cautela como previa, lo cual le 

restaría eficacia a la medida que fue presentada con la demanda, con la 

firme intención de que se cumpliera antes de la notificación del libelo.  
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Así las cosas, no resulta plausible exigírsele al 

demandante que debiera comunicar en el escrito de la demanda que la 

inscripción de la misma tiene la característica de una medida anticipatoria, 

pues, como se observa, el mismo estatuto general del proceso permitió que 

la solicitud de la cautela podía ejercerse desde la presentación de la 

demanda y, en consecuencia, antes de la notificación del demandado, 

motivo por el cual, la decisión adoptar, será la de revocar el auto fechado el 

20 de noviembre del 2020, mediante el cual el Juzgado Noveno Civil del 

Circuito de Medellín rechazó la demanda instaurada por el señor Jairo 

Humberto Velásquez Zapata, sin embargo, no se procederá por el Tribunal 

a admitir la demanda, como sería el caso, pues éste Magistrado desde 

siempre ha estimado que en casos como éstos, debe dejarse a que sea el 

mismo juez de conocimiento el que replantee su posición respecto de la 

admisión de la misma, pero sin que pueda repetir los argumentos aquí 

esbozados que ya fueron superados por el Tribunal, para por esa vía evitar 

violación al principio de la doble instancia, ya que pueden surgir nuevas 

inquietudes, mismas que las partes tendrían el derecho de recurrir si fuere 

el caso. 

 

Sin más consideraciones, el Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Medellín, Sala Unitaria de Decisión Civil,  

 

IV. RESUELVE: 

 

PRIMERO: REVOCAR el auto con fecha del Veinte (20) 

de noviembre de dos mil veinte (2020), para que, en su lugar, proceda a 

efectuar un nuevo estudio de admisibilidad, tomando en consideración lo 

aquí expuesto. 

 

                               SEGUNDO: Devolver el expediente al Juzgado de 

origen.  
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         NOTIFÍQUESE  
 

 
 
 
 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
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